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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 411/2024
PARTE ACTORA: **********
AUTORIDAD DEMANDADA: **********, EN SU CARÁCTER DE COORDINADORA JURÍDICA Y DE EJECUCIÓN DEL INSTITUTO DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DEL ESTADO. 

MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES

COLABORO: LICENCIADO JOSE DE JESUS GUERRERO ANGUIANO; LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinte de agosto de dos mil veintiséis. 

V I S T O, para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 411/2024/2, y;
R E S U L T A N D O:
I. Demanda. Por escrito presentado ante este Tribunal, el veinticinco de abril de dos mil veinticuatro, compareció **********, por su propio derecho, a demandar a la **********, en su carácter de Coordinadora Jurídica y de Ejecución del Instituto de Fiscalización Superior del Estado; por la Nulidad del acto administrativo consistente en: 

“La Nulidad del Mandamiento de Ejecución y Requerimiento de Pago, fechado el ********** y notificado personalmente al suscrito en mi domicilio a las 18:20 y 18:40 hrs. Del día **********, por conducto del **********. En su calidad de ejecutor.”

II. Tramite del Juicio. A través del acuerdo de fecha dos de mayo de dos mil veinticuatro, se admitió a trámite la demanda, ordenando emplazar a la autoridad; enseguida por auto de cuatro de junio de dos mil veinticuatro se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda; además, se admitieron las pruebas ofrecidas por las partes; y finalmente se fijaron las doce horas del veintiocho de junio de dos mil veinticuatro para efectuar la audiencia de Ley. 
III. Audiencia Final. En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia de Ley, sin la asistencia de las partes; en la primer etapa de esta audiencia se dio cuenta con las constancias que integran el expediente; enseguida, en periodo de pruebas se desahogaron las documentales que fueron admitidas en juicio; en el mismo acto; se certificó que ninguna de las partes formuló alegatos; y se dio por concluida la audiencia ordenando citar para resolver el presente asunto.    
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracción III, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO. Legitimación de la Partes. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En lo que respecta a la parte actora, la personalidad de **********, no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 
 y es el caso que el acto impugnado se encuentra dirigido a nombre del inconforme, por lo que es innegable que cuenta con el derecho para controvertirla.
Tocante a la autoridad demandada, compareció a dar contestación la **********, quien acreditó su personalidad como Auditora Especial de Asuntos Jurídicos del Instituto de Fiscalización Superior del Estado –antes Auditoría Superior del Estado-, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 al exhibir copia certificada de su nombramiento. (Visibles a foja 46 y 47 del sumario). 

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO. Existencia del Acto impugnado. La existencia del acto controvertido en el presente juicio, se desprende de la documental consistente en el Mandamiento de Ejecución de fecha **********, emitida por la autoridad demandada -visible a foja 20 del sumario, agregada al presente expediente, con el escrito inicial de demanda, documental pública a la que se otorga valor probatorio pleno, atendiendo a lo establecido en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO. Oportunidad de la Demanda. La demanda de nulidad fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, computados a partir del día hábil siguiente a aquel en que surtió efectos la notificación del acto impugnado; por lo que el plazo aludido –treinta días- transcurrió del once de marzo al veinticinco de abril de dos mil veinticuatro; entonces si el actor, como se vio al inicio de esta sentencia, ingreso su demanda ante el Tribunal el veinticinco de abrildel referido año, es inconcuso que se encontraba dentro del plazo establecido en el citado numeral 24; descontando los días inhábiles y de suspensión de las labores de este Tribunal, acorde con lo establecido en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 

QUINTO. Improcedencia y Sobreseimiento. Previo a entrar al estudio de fondo en el presente asunto, es necesario establecer si en el Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio.
En este sentido, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la demandante.  
SEXTO. Conceptos de Impugnación. En este orden, los conceptos de impugnación que plantea la parte actora se localizan a fojas 4 a la 17 –escrito inicial de demanda-, del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran; lo que encuentra sustento en el criterio emitido en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Y, en relación con la contestación de la demanda (visible a fojas 38 vuelta a 44 vuelta), la autoridad básicamente vierte argumentos tendientes a defender el acto impugnado que se analiza.
SÉPTIMO. Estudio y determinación de Fondo. Una vez realizado el estudio de los argumentos formulados por las partes; a juicio de la Suscrita Magistrada de esta Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora en estudio, son infundados e inoperantes para declarar la nulidad del acto impugnado; en razón a las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
En este sentido, la parte actora se duele que el acto impugnado no cumple con la garantía de fundamentación prevista en el artículo 16 Constitucional, alegando que la autoridad demandada -Coordinadora Jurídica y de Ejecución del Instituto de Fiscalización Superior del Estado– debió fundamentar y motivar su competencia para preservar la seguridad jurídica de la parte actora, para que tenga conocimiento de los datos indispensables para su defensa, pues de lo contrario, se le privaría de un elemento que pudiera ser esencial para impugnarlo, debido al desconocimiento del precepto legal que a la autoridad de competencia, y la causa que la motive para emitir el acto de molestia.
Así mismo, argumenta que el acto impugnado -mandamiento de ejecución de fecha **********-  está fundamentado en la entonces Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, publicada el treinta de mayo de dos mil seis y vigente hasta el once de junio de dos mil dieciocho, en que entró en vigor la nueva Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado San Luis Potosí, y que en ninguno de los transitorios que señala la autoridad responsable -Coordinadora Jurídica y de Ejecución del Instituto de Fiscalización Superior del Estado- se le da competencia para conocer los procedimientos iniciados bajo la vigencia de la Ley de Auditoría Superior del Estado, de lo que se entiende, que el legislador solo se ocupó de los procedimientos iniciados bajo la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de San Luis Potosí.

Al respecto, la autoridad demandada al emitir el mandamiento de ejecución de fecha **********, fundó su competencia en los artículos: “14, 16 párrafo primero, 116 fracción Il párrafo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 54 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 1°, 2°, 47 fracción I, inciso e) e i) y 79 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; 7, fracción XXVII, 21, 73 último párrafo y 77 de la Ley de Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, aplicable conforme a lo dispuesto en el Transitorio Sexto de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de San Luis Potosí; 4° fracción I y V inciso c), 30 BIS fracciones XIV, XV, XVI y XXIV del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí, así como lo previsto en las disposiciones transitorias Primera y Segunda del artículo PRIMERO por el que se reforman diversos ordinales de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí y disposiciones transitorias Primera, Sexta, Séptima y Décima, contenidas en el artículo SEGUNDO relativo a la expedición de la nueva Ley de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí, todos del Decreto 0814, publicado en el periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis", Edición Extraordinaria del 01 de septiembre de 2023.”
En esta tesitura, se advierte que la autoridad demandada fundamentó su competencia para emitir el acto impugnado, invocando diversos preceptos constitucionales, legales, y reglamentarios, los que para mayor entendimiento, se transcriben enseguida:
“CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

...

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fundará en los principios generales del derecho.
...
Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.
...

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:

...

II. El número de representantes en las legislaturas de los Estados será proporcional al de habitantes de cada uno; pero, en todo caso, no podrá ser menor de siete diputados en los Estados cuya población no llegue a 400 mil habitantes; de nueve, en aquellos cuya población exceda de este número y no llegue a 800 mil habitantes, y de 11 en los Estados cuya población sea superior a esta última cifra.
...

Las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan sus leyes. La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad. Asimismo, deberán fiscalizar las acciones de Estados y Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. Los informes de auditoría de las entidades estatales de fiscalización tendrán carácter público. ...”

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO

LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ

...

ARTÍCULO 54. Corresponde al Congreso del Estado a través del Instituto de Fiscalización Superior del Estado, la revisión y fiscalización de las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas, con el objeto de evaluar los resultados de su gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados en los presupuestos de egresos y demás disposiciones legales aplicables, y verificar el cumplimiento  de los objetivos contenidos en los programas.

Si de la revisión y fiscalización de las cuentas públicas aparecieran discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la Ley.

En el caso de la revisión sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas, dicha autoridad sólo podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el  desempeño de los mismos, en los términos que disponga la Ley.

El Instituto de Fiscalización Superior del Estado revisará y fiscalizará la cuenta pública de manera posterior al término de cada ejercicio fiscal, salvo la revisión y fiscalización que realice en tiempo real del ejercicio fiscal en curso, conforme a los supuestos que prevea la ley de la materia. 
El Instituto de Fiscalización Superior del Estado tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley. La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de legalidad, imparcialidad, confiabilidad y definitividad. 
El Congreso del Estado a través del Instituto de Fiscalización Superior del Estado concluirá la revisión de las cuentas públicas a más tardar el último día del mes de noviembre del año de su presentación y entregará el Informe General y los informes individuales que contengan los resultados de las revisiones y auditorías practicadas, en los términos que establezca la ley de la materia.

La ley dispondrá lo necesario para que el Instituto de Fiscalización Superior del Estado tenga y ejerza las siguientes atribuciones: 

I. Determinar daños y perjuicios; 

II. Promover acciones y responsabilidades, incluidas las referidas en el Título Décimo Tercero de esta Constitución, ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, la Fiscalía Especializada en combate a la corrupción, o ante las autoridades que competa, y 
III. Presentar denuncias y querellas.
El Instituto de Fiscalización Superior del Estado debe guardar reserva de sus actuaciones y observaciones hasta que rinda los informes a que se refiere este artículo; la ley establecerá las sanciones aplicables a quienes infrinjan esta disposición.
La titularidad del Instituto de Fiscalización Superior del Estado recaerá en una persona que se denominará Auditora o Auditor Superior, durará en su cargo nueve años, y será nombrada por el Congreso del Estado, por el voto aprobatorio de las dos terceras partes de sus miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su nombramiento.

Para ser titular del Instituto de Fiscalización Superior del Estado se requiere contar con experiencia al menos de cinco años en materia de control, auditoría financiera y de responsabilidades, ser ciudadana o ciudadano potosino en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles y haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de su nombramiento y los que al efecto señale la Ley.”

“CODIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

ARTICULO 1º.- Las personas físicas y morales con residencia permanente o eventual en la Entidad, están obligadas a contribuir para los gastos públicos del Estado y de los municipios, de la manera proporcional y equitativa que establezcan las leyes fiscales respectivas. Las disposiciones de este Código se aplicarán supletoriamente a las demás leyes y disposiciones estatales. 

ARTICULO 2º.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes. Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.

...
ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:
I. Estatales:

...

e) La Auditoria Superior del Estado;

...

i) Los jefes de Departamento de Ejecución Fiscal o quienes ejerzan esas funciones, aunque tengan otra denominación, y

...

ARTICULO 79.- Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución.”
“LEY DE AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.
...

ARTICULO 7º. La Auditoría Superior del Estado tendrá las siguientes atribuciones:
...

XXVII. Las demás que expresamente señalen la Constitución Política y las leyes del Estado, y su Reglamento Interno

...

ARTICULO 21. La Coordinación de Ejecución será la encargada de llevar a efecto el procedimiento administrativo de ejecución, de los créditos fiscales que deriven de la imposición de sanciones pecuniarias impuestas por la Auditoría, de conformidad con lo dispuesto en el Código Fiscal del Estado; y tendrá las demás funciones que establezca el Reglamento.

...

ARTICULO 73. Además de las responsabilidades señaladas en el artículo 25 de esta Ley, incurren en responsabilidad los servidores públicos o quienes hayan dejado de serlo y, en su caso, los particulares, que intencionalmente, por imprudencia o negligencia, causen daño o perjuicio estimable en dinero a las haciendas públicas, estatal o municipales, o al patrimonio de cualquier ente auditable.

...

La Auditoría Superior del Estado aplicará el procedimiento administrativo de ejecución, para el cobro de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias a que se refiere el párrafo anterior.

...

ARTICULO 77. Las sanciones pecuniarias que imponga la Auditoría Superior del Estado, tendrán el carácter de créditos fiscales y les serán aplicables las disposiciones conducentes del Código Fiscal del Estado.

La Auditoría Superior del Estado aplicará directamente el procedimiento administrativo de ejecución a través de su área competente, para el cobro de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias a que se refiere el párrafo anterior.

La Auditoría Superior del Estado deberá informar trimestralmente al Congreso, a través de la Comisión, de los trámites que se vayan realizando para la ejecución de los cobros respectivos y el monto recuperado.

“LEY DE FISCALIZACION Y RENDICION DE

CUENTAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

...

T R A N S I T O R I O S
...
SEXTO. Los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad, que se encuentren en trámite o pendientes de resolución por la Auditoría Superior del Estado hasta la entrada en vigor de la presente Ley, se resolverán hasta su conclusión definitiva en los términos de la Ley de Auditoria Superior del Estado, incluyendo aquellos resultados que deriven de las funciones de fiscalización y revisión de la cuenta pública del año 2016. 

En aquellos actos, procedimientos, y trámites pendientes en los que la Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí sea parte durante la cuenta pública 2017, éstos continuarán tramitándose hasta su resolución final, conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio de acuerdo a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas publicada en el Periódico Oficial del Estado el 10 de abril de 2017, como Decreto Legislativo número 602. 

En lo relativo a la presentación de los informes generales e individuales presentados por la Auditoría Superior del Estado, se estarán a lo previsto en el artículo 54 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.”
“REGLAMENTO INTERIOR DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

...
"Articulo 4.- Para el ejercicio de sus atribuciones y el despacho de los asuntos que le competen, la Auditoría Superior contara con las siguientes Unidades Administrativas y servidores públicos:
I.- Auditor Superior del Estado.

...

V.- Auditoría Especial de Asuntos Jurídicos, de la que dependen las siguientes Coordinaciones:

...

C) Coordinación Jurídica y de Ejecución"

...

"30 Bis.- La Coordinación Jurídica y de Ejecución, estará adscrita a la Auditoria Especial de Asuntos Jurídicos tendrá las siguientes atribuciones y obligaciones:

...

XIV.-Coordinar al personal notificador de la Auditoría Superior a fin de apoyar a las diversas Unidades Administrativas en las necesidades de notificación que requieran.
XV.-Notificar y requerir el pago de créditos fiscales derivados de multas y sanciones, a servidores y ex servidores públicos que determine el H. congreso del Estado y la Auditoría Superior.

...

XVI.- Aplicar el procedimiento administrativo de ejecución que establece el código fiscal del estado, en el caso de las sanciones impuestas, señaladas en la fracción anterior.

...

XXIV.- Las demás que le señalen las disposiciones legales, acuerdos e instrucciones que le dicte el Auditor Superior."
“LEY DE FISCALIZACION SUPERIOR DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

...
TRANSITORIOS
PRIMERO. Este Decreto será vigente a partir de la entrada en vigor del artículo primero de este Decreto, previa publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”.

...

SEXTO. Los procedimientos de revisión, auditoría, investigación y demás acciones iniciadas por la Auditoría Superior del Estado con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva Ley contenida en este Decreto, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de San Luis Potosí publicada mediante Decreto Legislativo N°. 976 en el Periódico Oficial del Estado el lunes 11 de junio de 2018. 

SÉPTIMO. El Instituto de Fiscalización Superior dentro del plazo de los ciento veinte días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de este Decreto, realizará la armonización de sus disposiciones reglamentarias y demás normatividad aplicable, conforme a las disposiciones de la nueva Ley que se expide mediante el presente Decreto.
...

DÉCIMO. Los recursos humanos, financieros y materiales con los que actualmente cuenta la Auditoría Superior del Estado pasarán a formar parte del Instituto de Fiscalización Superior, por lo que el personal conservará y se le tendrá por reconocida su antigüedad, así como todos sus derechos y prestaciones previamente adquiridas. ...”
Ahora bien, del análisis a los preceptos citados por la autoridad demandada, se advierte que ésta sí funda y motiva debidamente su competencia, pues, los preceptos citados en el propio acto impugnado -aquí analizados- consagran la facultad de la autoridad para notificar y requerir el pago de créditos fiscales derivados de multas y sanciones, así como para aplicar el procedimiento administrativo de ejecución previsto en el Código Fiscal del Estado respecto de dichas sanciones.
Aunado a lo anterior, la competencia de la autoridad demandada no se encuentra en los artículos transitorios que cuestiona, sino entre los otros preceptos expresamente señalados en el propio acto impugnado, mandamiento de ejecución de fecha **********, disposiciones que individualizan tanto a la autoridad como las atribuciones concretamente ejercidas.
Ahora bien, respecto de las disposiciones transitorias se debe distinguir entre a) las normas que atribuyen competencia al órgano administrativo, para realizar el cobro y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución y b) las disposiciones transitorias que determinan qué ordenamiento jurídico debe continuar aplicándose a los procedimientos iniciados con anterioridad a la reforma legislativa de la materia.
En ese sentido, el artículo Sexto Transitorio de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de San Luis Potosí, publicada mediante el Decreto 0976, dispuso expresamente que los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad y que se encontraran en trámite o pendientes de resolución por la Auditoría Superior del Estado continuarían hasta su conclusión definitiva en los términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado.
Aunado a lo anterior, el legislador preservó expresamente la aplicación de la Ley de Auditoría Superior del Estado respecto de los procedimientos comprendidos en dicho supuesto temporal. En el caso concreto, el acto impugnado que se controvierte tiene como antecedente el expediente **********, y de las propias constancias y antecedentes se advierte que su instauración ocurrió con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de dos mil dieciocho. Por ello, quedó comprendido en la hipótesis prevista por el referido artículo Sexto Transitorio y, consecuentemente, sujeto a la Ley de Auditoría Superior del Estado hasta su conclusión definitiva.
Por tanto, la remisión efectuada por el legislador en dos mil veintitrés -Ley de Fiscalización Superior del Estado de San Luis Potosí- a la legislación de dos mil dieciocho -Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Estado de San Luis Potosí- no puede analizarse aisladamente, como pretende la parte actora, sino conjuntamente con el régimen transitorio contenido en esta última legislación. Y, como ya se estableció, el artículo Sexto Transitorio de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de dos mil dieciocho remitió expresamente los procedimientos administrativos iniciados con anterioridad a la Ley de Auditoría Superior del Estado hasta su conclusión definitiva.
Siguiendo este orden de ideas, no existe el vacío normativo que sostiene la parte actora; tampoco puede sostenerse válidamente que la sustitución de la denominación “Auditoría Superior del Estado” por “Instituto de Fiscalización Superior del Estado” hubiese extinguido las facultades necesarias para continuar los procedimientos y acciones pendientes. Al respecto, el artículo Segundo Transitorio del Decreto 0814 de reforma a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, dispone expresamente:
“P.O. 01 DE SEPTIEMBRE DE 2023

DECRETO 0814
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis". 
SEGUNDO. En tanto se armonizan las leyes secundarias conforme a lo establecido en este Decreto, las referencias que hagan a la Auditoría Superior del Estado se entenderán hechas al Instituto de Fiscalización Superior del Estado.”

Atendiendo a lo anterior, se tiene que mientras se armonizaran las leyes secundarias, las referencias hechas a la Auditoría Superior del Estado se entenderían realizadas al Instituto de Fiscalización Superior del Estado. Asimismo, los artículos Séptimo y Décimo Transitorios de la nueva Ley de Fiscalización Superior previeron, respectivamente, la armonización de las disposiciones reglamentarias del Instituto y la transferencia a éste de los recursos y obligaciones previamente correspondientes a la Auditoría Superior del Estado.
A mayor abundamiento, de la interpretación sistemática de las disposiciones invocadas en el acto impugnado -mandamiento de ejecución de fecha **********- permite identificar a) el régimen jurídico aplicable al procedimiento de origen; b) la continuidad de éste pese a las sucesivas modificaciones legislativas; c) la continuidad institucional entre la Auditoría Superior del Estado y el Instituto de Fiscalización Superior del Estado; y d) la atribución específica de la Coordinación Jurídica y de Ejecución para requerir el pago de los créditos fiscales y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución.
Así, contrariamente a lo sostenido por la parte actora, los artículos transitorios no tenían que conferir nuevamente a la Coordinadora Jurídica y de Ejecución la atribución material para emitir el acto impugnado, pues la competencia concreta para realizar el requerimiento de pago y aplicar el procedimiento administrativo de ejecución se encuentra expresamente prevista en las disposiciones orgánicas y reglamentarias citadas en el propio acto.
A la luz de las anteriores consideraciones, al ser infundados e inoperantes los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora, y toda vez que el accionante no logró demostrar la procedencia de su pretensión; a juicio de la suscrita Magistrada que integra esta Sala Unitaria, lo procedente es declarar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado.
No pasa inadvertido, que el actor alega que el mandamiento de ejecución de fecha **********, ya se encontraba prescrito; sin embargo, la Litis se discierne en determinar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado. Este último, el cual se originó de la resolución de fecha **********, emitida dentro del Expediente ********** substanciado conforme a la Ley de Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, en concatenación con la Ley de Auditoria Superior del Estado y de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; razón por la cual, a juicio de la suscrita Magistrada de esta Segunda Sala, ha sido criterio de este Tribunal que no se cuenta con competencia para pronunciarse respecto de dichos procedimientos.
Cobra relevancia en este sentido, la determinación tomada en la tesis cuyos datos de localización, rubro y texto dicta lo siguiente: 

“AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. CONTRA SUS RESOLUCIONES EN LOS ASUNTOS RELATIVOS AL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES E IMPOSICIÓN DE SANCIONES ES IMPROCEDENTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO LOCAL. La Constitución Política de la citada entidad federativa, en su título decimoprimero, establece que la justicia administrativa se deposita en un Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que conocerá y resolverá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal. Es decir, la justicia administrativa depositada en el mencionado tribunal no fue creada para resolver los juicios que se generen con motivo de las resoluciones emitidas por autoridades pertenecientes al Poder Legislativo o Judicial. Por tanto, contra las resoluciones que emita la Auditoría Superior del Estado, es decir, el órgano del Poder Legislativo Local encargado de la revisión previa y fiscalización de los entes que recauden, administren, manejen o ejerzan recursos públicos, en los asuntos que le compete conocer, relativos al fincamiento de responsabilidades e imposición de sanciones previstos en el título sexto de la Ley de Auditoría Superior del Estado, es improcedente el juicio contencioso administrativo. …”
De igual manera, la tesis de localización, rubro y textos siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2014977, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 45, Agosto de 2017, Tesis: 2a./J. 108/2017 (10a.), página 1154; Materias(s): Administrativa, que dicta lo siguiente:
“PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD RESARCITORIA. PARA DETERMINAR LA LEGISLACIÓN APLICABLE PARA SU TRÁMITE Y RESOLUCIÓN, DEBE ATENDERSE AL MOMENTO EN QUE INICIA LA ETAPA DE REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA PÚBLICA. La Ley de Fiscalización Superior de la Federación estuvo vigente hasta el 29 de mayo de 2009, fecha en que fue abrogada por la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, la cual entró en vigor el 30 de mayo siguiente, previendo que los asuntos que se encontraran en trámite o en proceso en la Auditoría Superior de la Federación tendrían que concluirse conforme a las disposiciones de aquélla. Ahora bien, la revisión y fiscalización de la cuenta pública y el procedimiento de responsabilidad resarcitoria persiguen finalidades distintas, pues en aquélla se investigan y detectan las irregularidades que permitan presumir la existencia de hechos o conductas que produzcan daños o perjuicios, mientras que en éste se determina la responsabilidad; sin embargo, no pueden desvincularse como si se tratara de dos procedimientos autónomos, pues para que la Auditoría Superior de la Federación inicie el procedimiento de responsabilidad resarcitoria se requiere necesariamente que la revisión de la cuenta pública evidencie irregularidades que permitan presumir la existencia de hechos o conductas que produzcan daños o perjuicios. Además, los efectos jurídicos de la revisión y fiscalización de la cuenta pública no concluyen con el dictamen técnico de observaciones en el que se advierta la existencia de irregularidades, sino que se producen hasta en tanto la Auditoría Superior de la Federación inicie el procedimiento de responsabilidad resarcitoria; por ello, debe entenderse que aún se encuentra en trámite. Por tanto, la legislación aplicada por la Auditoría Superior de la Federación en la época en la que se practicaron la revisión y fiscalización de la cuenta pública es la aplicable para iniciar el procedimiento de responsabilidad resarcitoria, pues las irregularidades evidenciadas por la revisión y fiscalización se efectuaron bajo su vigencia y continúan produciendo sus efectos jurídicos hasta el inicio del procedimiento.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción III, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 217, 248, 249 y 251  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria de Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente reclamación.

SEGUNDO. La parte actora no acreditó su acción y en consecuencia se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, ello por las razones expuestas en el Considerando Séptimo de esta sentencia. 

TERCERO. Notifíquese. 

Así lo resolvió y firma la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez quien actúa con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado Juan José García Morales.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.  
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� ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 


Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 


En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.


� ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación. En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.


� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio ; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





� Época: Décima Época, Registro: 2008526, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, Febrero de 2015, Tomo III, página 2438; Materias(s): Administrativa; Tesis: IX.1o.8 A (10a.),
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